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Mas, conforme a reiterada doctrina de este Tribunal. la pr;?suncon
de inocencia consagrada en el art. ~4.2 CE. se a"icn,a '>olm.' dos ideas­
esenciales: de un lado. la del principio de libre yalo:-a..:ión de la prueba
en el proceso pena! (art. 741 L.E.Crim.l Que corresponde efectuar a los
Jueces y Magistrados por imperativo del arto 117.3 CE.: y. de airo. la
de que la Sentencia condenatoria se fundamente en auknllCJ. 3Ct1\ ¡dad
probatoria suficiente para deSVirtuar aquella presunción, para lo cual se
hace necesario Que su resultado demuestre tanto la eXistencia dd hecho
punible como la participación y responsabilidad que c:n él tuvo el
acusado.

En el casQ que nos ocupa ha existido prueba de cargo practicada con
las debiuas garantías procesales: las declaraciones del denunClante y del
acusado y la prueba documental consistente en el chcque y t:n el cxtracto
de movimientos de la cuenta corriente del «Banco de Vakncia. Sociedad
Anónima». contra la que el demandJ.nte ltbró aqucL Lo que realmente
se cuestiona no es la ausencia de prueba incriminatoria. smo la
valoración Que han hecho los órganos judiciales de la rC31izada para
llegar a la conclusión de la existencia de un delito de cheque en
descubierto tipificado en el arto 563 bis b) del Código Penal; pero esto
ha sido consecuencia de un proceso valorativo efectuado, primero, por
el Juez de Instrucción y, lue~o. por la Audiencia Provincial en ejercicio
de su exclusiva función junsdiccional (art. 117.3 CE); proceso en el
que no puede entrar este Tribun~., pues la valoración o calificación

Sala Segunda. Sentencia 135/1991, de 17 de junio. Recurso
de amparo 201/1989. Contra Auto de la Audil'ncra Prorin­
dal de Alicante declarando J(>sierto recurso de apelación
intentado. Vulneracíon del derecho a la rutela judicial
efectiva: Asistencia letrada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uórentc, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñera y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENC1A

En el recurso de amparo mimo 201/1989. interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Felipe Ramos. Cea, en nombre de don Rafael
Parra Cárdenas, asistido del letrado don Juan Carlos Fernandez Vale.
contra el Auto de la Sección Segunda de la Audiencía Provincial de
Alicante de 13 de marzo de 1988, por ser contrario a la tutela judicial
efectiva y al derecho de defensa. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y
Ponente el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

L EI:2 de febrero de' 1989 el ProCUf3.dor de Jos Tnbunaks don
Felipe Ramos Cea. en nombre de don Rafad Parra Cirdl:nas. presentó
en d Registro de este Tribunal escrito e:\ el que jormulaba demanda de
amparo contra el auto numo 36¡ 1983, de la Sección S.-:gunda de la
Audicnt'Ía Provincial de Alicante de 23 de marzo de 1<.;88. por el que se
declaraba desú:rto d recurso de apelorión por el y otro instado. por ser
contrario a la tutela judiCIal efectiva y al dC'fei,:ho de dd~nsa Ictrad:t.

2. los herhos en los que se basa la presente demanda. en "íntesis.
son los siguientes:

a) Por el Juzgado de Instrw:ción núm . .1 de Elche se dicto. el .31 de
octubre de 1987. Sentencia C'n el procedimiento oral numo 60/1987 por
la que se condenaba al recurrente y a otro, por dos ~klilOS. uno de
desobedi ..:ncia gra""-G a la autoridad y otro de lesiones, a l<l'; pl:nas. para
Jo que aquí interesa, agravadas por ser el recurrente rein\.'Jd..'nlc. de dos
meses y un día de arresto mayor, sU'lpen .... ion dc todo cJrgo ptiblit:o.
prot:'-s¡ón u oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena
;' 45.000 pesetas :-eon an:esto sustitutorio de, quin.:c Jíc." e[1 caso de
Impago- por el pn01er delito, y a otra pena iC<.'nll':a, aunque sin multo.
por el segundo.

b) El demandante ((¡rmuló J.nte el Juzgado de Inqrucción recurso
de apdación por no estar conforme con la Sentencia y. ror otrosí.
soilntaba que se le deSignara, para Ja nueva lnslanca, Abogado v
Procurador de ofício. por lo quc se solicitaba se oficiara a los rcspcC'tiYos
Colegios de Alicante.

e) Por Auto de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Alicante de 23 de marzo de 1Q8x se declaró dJ,,'sicno el rccurso de
apelación. toda vez que los recurrentes [JO comparecieron dentro dd
término en el Que fueron emplazados.

jurídica de los hechos (kc!Jraúo$ prohados corresponde a [.1 :urisdicción
pcnal (SSTC 1~4/j\nL~. 140,'19SS. 254/J988 y 182/IY89).

Procede. pues. lamblel: la desestimaCión de este SC'gundo nntivo de
recurso de amparo.

F·\LLO

En atención :l todo lo expuesto. el Tnbun:ll ComiÍtuCIOr:.JI. POR LA
ACTORIDAD QUE LE CO>'F!ERE LA C01\iSTln:ClÓ1\i DE LA ;-"¡"C¡ÓN

ESPA;\;OLA.

Ha decidido

Desestimar d rccur:-;o de amparo !nlerpuesto por dL,n Vi\xnte
~a\,;)fro Nav3.rro.

Publiquese esta Senll:nCla en el «8oktin Oficial del E"taJ,»>.

Dada en Madrid. a diecisiete de junio de mil novecientos noventa y
uno.-Fmncísco Ruhio Llorcnte.-Eugenio Diaz Eimil.-;"liguel Rodrí­
guez-Pinero y Bravo-Ferrcr.-Jose Luis de los Mozos ). de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bcreijo.-JosC Gabaldón López.-Flrmados y
rubricados. .

d) Por diligencia de! Juzgado de Instrucción núm. 2 de Alicante de
17 de enero de 1989 se notificó al demandante que la apelación había
sido declarada dc~ierta y que, por tanto, la Sentencia dirtada en su día
por ese Juzgado hubia devenido firme.

3. La demanda plantea una doble lesión constitucional, 3. saber, la
de la tutela judicial efectiva con indefensión al no haberle sido
nombrado ni Abogado ni Procurador por la Sección Segunda de- la
Audiencia Provincial de Alicante. y la de no haber: estado asistido de
Letrado y haber carecido de dcfen3a. en la sustanóación del recurso de
apelación.

En efecto. solicitado. como consta en el otrosi del escrito por el que
se interponía recurso de apelación, Que se nombrara al ahora recurrente
Abogado y Procurador por el turno de oficio, beneficio del que había
gozado en primera inst.Inda, esta petición no fue proveida, :>1: tormo el
roUo en la Audil:ncia Provincial sin que tales nombralluentos se
hubieren efectuado, por lo Que el ahora demandante de amparo no pudo
comparecer antt: el Tribunal adqucm para sus.tentar su derecho Esta jaita
dt: nombramiento de los citados profesionales causó al demandante
quiebra del derecho a la tutela judicial efectiva y del derecho de defensa.
Apoya sus argumentos en I.:opiosa jurisprudencia de este Tribunal y en
el 3rt. 6.3 c) de la Convcnción Europea de Derechos Humanos -en
adelante. CEDH.

En consecuencia. l~lrmula su petición de amparo en el <;cntido de
interesar la nulidad dé las actuaciones seguidas por la Audiencia
Proyincial de Alicante. con retroacción del proceso al momento en que
debió de nombrárscle Abogado y Procurador por el turno d~ oficio.

4. la Sección Tercera. ¡:>or providel~cia de 22 de- m:..:: o de ! 989.
puso de mandiesto al recurrente y al Ministerio Fiscal. por un !(-rmino
común de diez días. para que oleg::¡sen lo que tuviereIJ, por pC'rtíncnle.
dos poslbJcs causas Gl' :nadmlsión del recurso, a~bcr. las n:la!l\'as a la
extemporaneidad en ]a deducción de I;:¡ demanda y a 1;\ f:l!ta de
agotamiento de la vía ordinaria.

5. El ~ de juma de 19;)9 el t\tinisterio Fiscal presento ',U escrito de
akgaciones mll"resando la ¡nadmisión de la demando pcr l,.'l11ender que
eoncurdan ambas GIUSOS de inadmisibílido.d. En efecto, en (U;'Il1W a la
extemporaneidad. el cómputo debía c1cctuarsc desde la fecha de Auto
que declaraba desierlt\ el recurso de apelación. Por otro Ld(l. el citado
.-\uto l'nl susct.'plibk de s<.'r impugnado. de ocucrdo al arto 23(' L.E.Crim.
mediante una súplii..'¡) dirigida a la misma AudienCia, por Jo que nD se
habrian agotado los !1h'camsmos ordinarios preyio~ a la VI3- dc"tmparo.
Sin embJrgo. se ]"l'Cl1:1nce qUL' el recurrente ni estaba asistid,) Jl" Letrado
ni en el Ólau() Autn SI: instruía al ilHercsado de los recUl"'>O'i ljue contra
tal rcsoluGón cabi;m en Derecho.

6. Por su pan\.'. la rl'rrescntacÍón anora. mediante escrilo presen­
tado el 1~ dc Junio poqerior. consideró que las dos posihk<, (:-lusas de
inadmisión no concurrian..-\sí es; por Jo que respecta a. la L':\¡l'mp\lr~nei­

Jau, dndo que antc hi 11lJctlvidad de los órg¡:¡nosJudlCI0ks cn nümbr::Il"k
·\bogadú ~ Procur:t<i'JC como en tiempo y forma se solicl1ú. no tU\-O
conocimiento d~'l--\u¡o J<.: la Audiencia sino hasta quc el ¡-, d,,-- enero de
1989 se le notificó iJ firme7J. de la Sentencia dictada por el 1l1lgdo de
Instrucción. Dado que 1:1 demanda se mt..'rpuso el 2 de I~b,rro "iguiL'ntc,
se está dentro del término de! arto 44.2 une.

En relación a la falta dt' agotamiento. el recurrente signiti\.·a que.
declarada firme la S~n\;~ncia. ya ningún remedio podia sJ,,'r utiJi;:ado en
la \'íJ. ordinaria. por lu que tinicamente procedía el pre'.:'('nk recurso de
amparo.

i,
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7. Por providencia de 3 de julio de 19891a S,:cción acordó admitir
a trámite la demanda y, a tal fin. en cumplímiC"nto de lo preceptuado en
el 3rt. 51 LOTe se dirigió Jol Juzgado de 1nstrucción numo 2 de Elche
ya la SeCl.ión Segunda de 1.1 Audiencia Provincial de Alícante. para que
por ambos úrganosjudiciaJes se remitiera a cst~ T,;'tmnal copia auverada
de las o,-'taadones seguidas en el procedlfli.icn;o espeCIal 6!l987 y que,
además, por el cilado Juzgado de lnstr¡.;;;cion .'le d::-etuaran los emplaza­
mientos de rigor.

8. Recibidas las actuaciones, se .aCUSÓ ret:ib.¡ de las mismas el t 8 de
diciembre ele 1989 y se acordó, en iguai fecha. car vista de las mismas
por un término de veinte días y para que, en lo que estimaran peninente.
alegaran al demandante y al Ministeno Fiscz.l.

9. El 17 de enero de 1990 la rcpresent3ción aclara cump!imentú el
c;itado trámite. A tal decto. reiteraba expresarr:t:nt.: lo dicho en su
demanda y hacía explicito, de nuevo, tanto la quiebra de la tutela
judicial efectiva como del deredo de dcfensa, al haberse declarado
desieno el recurso de apdación pese a hJbersc solicitado expresa y
fonnalmente que se nombrara Abogado y Procurador por el turno de
oficio al entonces y .·ahora ':-recurrente.: Quiebra, la primera. que
se ve TedobJada al no' instruirse al interesado, como previene-' el
art. 248.'4 LO.P.J., de los recursos que contra el Auto que declaró
desierto el recurso cabían. De esta suerte. la alegación del Ministerio
Fiscal en el sentido de que cabía haber interpues~ocontra el citado Auto
recurso de súplica resulta infundada, puesto que, para actuar procesal·
mente de tal suerte, el actor requería forzosamente de una representa·
ción y dirección técnica de la que, pese a haberla solicitado, carecía.

Se concluye instando nuevamente el otorgamiento del amparo en los
términos expuestos en la demanda.

lO. ,El Ministerio Fiscal, por su parte, presentó sus alegaciones el 18
de enero siguiente.

Tras efectuar una relación de los hechos relevantes para su informe
y tras recordar que en su alegato anterior se opuso condicionadamente
a la admisión a trámite de la presente demanda, el Ministerio Público,
en un primer momento, razona sobre la conducta procesal del recu·
rrente. Para ello se pregunta si la representación que el demandante tenia
ante eJJuzgado debió recurrir la. providencia del Juzgado de Instrucción
Que no contestó a.la petición de designación de Abogado y Procurador
de oficio, o volver a interesar dicha petición; y al no hacerlo incumó en
negligencia. Si tal negligencia se apreciara, no procedería ahora el
otorgamiento del amparo. Esta hipótesis se cnnfirma al no haber
reiterado su petición ante la Audiencia.

Sin embargo, en atención a la ralio de los preceptos en juego,
singularmente el arto 795 -L.E.Crim. y el contenido de los derechos
fundamentales en juego se· llega a la conclusión de la existencia de una
lesión constitucional. Eno es así por cuanto aunque es cierto que quizás
el demandante pudo actuar procesalmente de alguna de las formas antes
expresadas, no es menos cieno Que ni la normativa procesal aplicable se
lo exigia y en algún caso se lo facilitaba, ni el comportamiento de los
órganos judiciales, conforme con reiterada doctrina del Tribunal Consti­
tucional. previó su posible subsanación (por todas, STC 180/1987).

No puede olvidarse que lo que interesa al demapdante es que se le
designe Letrado y Procurador de oticio de un Colegio distinto al del
lugar en que interpone e,J recurso. Frente a esta legítima y esencial
petición los órganos judiCIales, tanto el Juzgado de Instrucción numo 2
de Elche como la SI.'Cción Segunda de la Audiencia ProvinCial de
Alicante dan la callada por respuesta.

De este modo. la Sección Segunda al declarar desie-no el recurso de
apelací6n le c-stá pidiendo un imposible al señor Parra Cárdenas: Que se
persone y que lo haga con!ormt' exige la Ley con Lerrado y Procurador.
pero en cambio no los des.igna de oficio como le-había interesado
previamente el apelante.

1l. Por providencia de la Sala de 13 de mayo de 1991 se- designó
Ponente al Magistrado don Alvaro Rodríguez Bercijo y se fijó para
deliberación y votación del presente recurso el .17 de Junio de 1991.

n. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo denuncia que 31 no habérsele nom­
brado :\bogado y Procurador por el tumo d~ oficio. tal como hdbia
solicitado al interponer el recurso de ap'!13ción contra la Sentcncu
di{:tada en primera. instancia {ante la ctlaL ?or cierto ~'a habí;:¡ compare­
cido con asistencia letrada y representadon designados de oficiol...e- ha

vulnerado su de;¡;('ho a la tutela judicial efe("¡jva y el de defensa.
Cicrtamenlc, 1."]. pctidón de rCl:un'ente ha de ser acogida sin nmgún
gtnero de dudas,. Por un lado, el Juzgado de Instrucción núm. 1 de
Ekhc, en ,;u prondencia de 11 de no.... iembre de 19~?, se lím~la.l tener
por prcsent;,d(lS los escrito~ del recurso de apclaclOn. a ufilr!os a las
actuaciones \" una va notificados a los interesados. a acordar lo que
hubit~re ;neli~st...r. A panir de este momento ninguna diligencia se
prJctíca por d Juzgado en relación con los nombramientos soliotad05.
Llegados los Autos a la Audiencia ProVinCIaL .de las aClu~ciom:s

remitidas se desprende que por dr:ho Tnbunal mnguna actIVIdad se
desplegó en orden a nombrar Abogado y. Pr?Curador por el turno de
olicio en un procedimienlO en el que es mdlspensa.~le e~ cC?ncurs<) de
dichos profl.'sionales para la dir,,:ccIón y representaclOn tecml'as de los
justiciables.

2. Dentro del haz de garantías que contorman el derecho al proceso
debido figura, como reiterada y firme juri.sprudencia de este Tribunal
ti..:ne declarado el derecho a la asistenCia letrada. Este derecho su­
pone que tal a~¡stencia, de acuerd~ a la s:rC 37/1988 (fundamentos
jurídicos 6.° y ru), que recoge ladoctnnadel TnbunaJ Europeo de Derechos
Humanos del.>e ser, además de rea] y efectiva, proporcíonada,. en
determina'das condiciones., por los podcres publicos. La lesión constitu­
cional aqui denunciada se consumó al dedarar <;iesierto el re~~r:';o de
apelación sin que por la Audiencia sc respondiese a la. pctlclon de
asistencia letrada realizada por el apelante que constaba umda en Autos
y sin que se estableciese relación al~i;!na entre ese ,dat? y la no
personación del recurrente en la apelaclOn dentro del termmo para el
que fue emplazado por el Juzgado de Instrucción. Este modo de'
proceder comportó, además, la privación del. derecho de. todo conde·
nado a que su causa sea revisada por. un Tn~ul!al supenor (art. 14.5
Pacto lnterna.::ional de Derechos PolítICOS y CiVIles).

No corre~ponde a este Tribunal, dado que ~ l11!ta de una ctleslÍón
organizativa ajena al mismo, establecer los cntenos por Jos que la
designación de Abo8;3do y ~rocur~dor_p~r e! tumo de OfiCIO haya. ~e
regirse incluso a la VIsta de CIertas msuflclenClas legales y a la confuslOn
que elio pueda ocasionar. La designación de tales profesionales para
asegurar el derecho de defensa es una obligación jurídico--constitucional
a la que se da ctlr:-lpl.i~iento por diversos poderes públicos, singular­
mente los órganos JudICiales y los ColeglOs de Abogados )' ~rocl;lrad.ores,
y por la cual, llegado el caso. debe velar igualm~nte el Mmlsteno fiscal.
ejerciendo sus funciones en defensa de la legahd<l:d y de los. derechos e
intereses de los que, sean cuales fueren las CircunstanCiaS, se ven
impedidos de hacc':G. . ..

No haber actuado en el presente caso los órganos JudICiales en orden
a la preservación del derecho de defensa del ahora recurrente en amparo
ha lesionado sus derechos constitucionales del arto 24.1 y 2 CE., que i
corresponde ahora restablecer. i

FALLO

En méritos a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
ACTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CO:-:STITUCIÓN DE LA N.\C!6N
ESPA;\¡OLA,

Ha deci\ijdo

Oto~r el amparo solicitado en nombre de den Raf3.e1 Parra
Cárdenas y, en su virtud:

I.Q Reconocer su derecho a la tuteLa judicial ef¡;cti,:! ya b ddensa.

2:) Anular el A.uto núm. 3611 988 de la S,:cción S..:gunda de la
Audiencia Prav;ncia1 de A¡icante d.: fecha 23 de marzo de 198:3 y
retrotraer !as aclu,;Kloncs al momento en que debtó d..: nombn:i.rselc
Abogado y Procurador por el turno de oficio" para que pueda compare­
cer ell debIda faena ante ]a Audicncia Provlne·tal a Iin de sustentar el
recur!>o de apo-zJJ.ción interpuesto.

Publiquesc esta Sentencia en el «Búletin Oticial del Estado».

Dada en .~.131riJ a díccisielc de junio de mil nO\"l:-denDs 0Qverlla :­
uno.-rrapCI:,iCO RublO LlorcntL-Eugcni'J Dl;:;/ ElmiL-~'Ilg\lel Rúdrí­
gU'2z-Pinero y B,-a·'o·Ferr.:r.-Júsé Luis de los Mozos y de los
\IOlOS.-Ah:lro Rodrig.uez Berel]o.-}Osé- Gaba!dón Lópi.:2':.-F1rnlJéo~ )
rubri(JJo~


